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SEVER SEBASTIÁN BÁEZ BARRIOS
☼ 20 de enero de 1971
† 12 de marzo de 1998

Sever Sebastián Báez Barrios (CI N° 2.488.879) nació el 20 de enero de 1971 en San Juan del 
Ñeembucú, departamento de Ñeembucú, hijo de Francisca Barrios viuda de Báez y Antonio 
Báez (fallecido el 30 de diciembre de 2000). Tenía 27 años cuando fue víctima de una ejecución 
arbitraria. Aunque carecía de tierra propia, Sever Báez Barrios trabajaba plenamente en la 
agricultura, trabajando el fundo de sus padres en la compañía Paraíso, en San Juan del Ñeembucú. 
En ese lugar, tenía su vivienda donde residía con su pareja Claudia González, con quien tuvo un 
hijo, Carlos David Báez González (nacido el 25 de diciembre de 1997, tenía 2 meses a la fecha 
de la muerte de su padre). Además, tenía un hijo mayor de una unión anterior, Sever Báez 
(nacido el 16 de febrero de 1997), quien vive hasta la actualidad con su abuela materna. Había 
estudiado hasta el 6° grado de la escuela primaria, y además se había titulado de práctico rural 
en la Escuela Agrícola San Isidro de Pilar. Hablaba el guaraní y el español1186.

En la lucha por acceder a un lote de tierra propia que le sea asignado como agricultor 
benefi ciario de la reforma agraria, Sever Báez Barrios se unió a la Coordinadora Campesina de 
Ñeembucú, que agrupaba a tres comisiones vecinales de sin tierras, y que contaba con el apoyo 
de la Organización de Lucha por la Tierra (OLT). En abril de 1996 esta organización inició tres 
ocupaciones simultáneas en el departamento de Ñeembucú: una en la zona de Mayor Martínez 
propiedad de 2.500 hectáreas de la fi rma Tres Coronas perteneciente al ciudadano suizo-alemán 
Joaquin Emin Leske, otra en la zona de Islería (a 20 km. de Pilar) propiedad del ganadero Ángel 
Antola. El 9 de octubre de 1997 también se ocupó otra propiedad en el distrito de San Juan 
de Ñeembucú, la hacienda La Querencia propiedad del abogado Gregorio Gómez Cálcena, que 
los campesinos sostenían que ocupaba excedentes fi scales de hasta unas 900 hectáreas. En julio 
de 1997 Leske obtuvo una orden desalojo en contra de los ocupantes. En diciembre, fueron 
desalojados y detenidos unos 10 campesinos de las tierras de Antola, por haber desacatado la 
orden judicial de no innovar. Asimismo, en el marco de la querella penal instaurada por Gregorio 
Gómez Cálcena, fueron detenidos y remitidos a la Penitenciaría Nacional de Tacumbú unos 5 
campesinos el 26 de febrero de 1998, por desacato a la orden judicial de no innovar en las 
tierras de La Querencia. Al fi nal, tras los desalojos y detenciones, la organización abandonó el 
intento de conquistar las tierras y se dejaron todas las ocupaciones1187.

1186 Testimonios N° 0035 y 0036.
1187 Testimonios N° 0035 y 0036. Informativo Campesino N° 103/1997, 106/1997, 107/1997, 111/1997, 112/1998, 113/1998 y 114/1998.
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CIRCUNSTANCIAS DE LA EJECUCIÓN
Sever Báez Barrios fue uno de los campesinos organizados en la Coordinadora Campesina de 
Ñeembucú que ocuparon las tierras de Gregorio Gómez Cálcena, el 9 de octubre de 1997 a 
las 20:30 horas aproximadamente. La ocupación se hizo ingresando desde la propiedad de los 
padres de Sever Báez, que lindaba con las tierras del hacendado1188.

El 11 de octubre de 1997 el capataz de la estancia La Querencia, el señor Anuncio Brítez, presentítez, presentí ó 
denuncia ante la comisaría N° 6 de San Juan de Ñeembucú en contra de Sever Báez Barrios y otros 
8 ocupantes: Donaciano Espinoza, Fidel Encina, Balbino Soto, Gustavo Falcón, Serapio Centurión, 
Carmelo Villalba, Bernardo Falcón y Timoteo Galeano. El jefe de la comisaría, el ofi cial 1° OS 
Pablo Ismael Cano comisionó inmediatamente a efectivos policiales para el servicio de guardia 
y protección del establecimiento. El 13 de octubre de 1997 el propietario abogado Gregorio 
Gómez Cálcena presentó una querella criminal ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal 
de Pilar por los delitos de “usurpación de propiedad, atropello a inmueble ajeno, destrucción, 
daño intencional y asociación ilícita para delinquir entre otros” en contra de los denunciados, 
solicitando su detención y la constitución del Juzgado en el lugar de los hechos denunciados para 
la constatación y desocupación del inmueble. En la misma fecha, el Juzgado resolvió la admisión 
de la querella, el reconocimiento de su personería y su intervención en la causa. Asimismo, el 
Juzgado decretó como medida cautelar “la prohibición de innovar en la res litis, fi nca N° 36 bajo el 
número 2 y al folio 9 y siguientes del año 1969 de San Juan de Ñeembucú (…) debiendo impedir 
completamente la entrada [de] persona dentro de la res litis a excepción del personal afectado 
al servicio de la estancia, todas las cuales bajo responsabilidad y caución juratoria personal del 
solicitante. En esa misma fecha, el Juzgado ordenó la instrucción del sumario y el procesamiento 
penal de los 8 campesinos denunciados, entre ellos a Sever Báez Barrios, estableciendo fechas para 
que se presenten en juicio a prestar declaración indagatoria. Asimismo, se dispuso la inspección 
judicial del inmueble en esa misma fecha, diligencia en la que se comunicó a los procesados 
respecto de la prohibición de innovar que afectaba al inmueble ocupado1189.

El 17 de octubre de 1997 Sever Báez Barrios compareció ante el Juzgado para prestar declaración 
indagatoria. En dicha ocasión, estuvo asistido legalmente por la defensora pública, abogada 
Susana Ortiz de Duarte. En su declaración, Sever Báez Barrios negó tajantemente que el haya 
cometido delito de usurpación de inmueble, ya que tenía elementos para sospechar que la 
fracción ocupada era una tierra fi scal. Señaló que el título de la propiedad de su madre, hacia 
el rumbo donde el terreno lindaba con las tierras de Gómez Cálcena decía que lindaba con el 
arroyo Yakaré, y que sin embargo, en el terreno, el linde daba con el alambrado de las tierras del 
abogado, que en ningún momento fi guraban como lindero del terreno en el título, por lo que 
reclamaban que se investigue la situación para determinar la legalidad de la propiedad aducida 
por Gómez Cálcena1190.

El 28 de octubre de 1997 el Juzgado ordenó, en el marco de la causa penal, la “inmediata 
restitución al libre uso y goce (…) a su propietario Juan Gregorio Gómez Cálcena” del inmueble 
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1188 Testimonios N° 0035 y 0036. Parte Policial Nota N° 19 de 11 de octubre de 1997 de la comisaría N° 6 de San Juan de Ñeembucú; 
escrito de querella criminal; providencia de 13 de octubre de 1997; AI N° 764 de 13 de octubre de 1997; acta de constitución; 
declaración indagatoria de Sever Sebastián Báez Barrios; AI N° 788 de 28 de octubre de 1997; Nota N° 219 de 4 de noviembre de 
1997 de la Jefatura de Policía de Ñeembucú; AI N° 896 de 11 de diciembre de 1997; AI N° 1 de 3 de febrero de 1998 (expediente 
“Donaciano Espinoza, Cever Sebastián Báez y otros s/ Usurpación de Propiedad, Atropello de Inmueble, Destrucción, Daño Intencional 
y Asociación Ilícita para Delinquir en San Juan Bautista del Ñeembucú”, año 1997, N° 106, folio 39, ante el Juzgado de Primera 
Instancia en lo Criminal de Pilar, a cargo de María Esther Fleitas Noguera, fs. 2, 18-20 , 21, 27, 42, 66, 93 y 113-114).

1189 Idem.
1190 Idem.



583

ocupado, y para tal efecto notifi có a la Jefatura de la Policía Nacional departamental para su 
ejecución. No obstante, la orden no fue diligenciada porque el jefe departamental de la Policía 
Nacional, el comisario principal DAEP Víctor Caballero Aguilera, alegó que carecía de personal 
especializado para el efecto, solicitando que el Juzgado dirija su petición a la Comandancia de 
la Policía Nacional1191.

El 11 de diciembre de 1997 el Juzgado resolvió rechazar un incidente de prisión preventiva 
promovido por la querella y la adhesión del Ministerio Público, y con la oposición de la Defensa 
Pública, en relación a 6 campesinos procesados, entre quienes se encontraba Sever Báez Barrios, 
por no reunirse los requisitos requeridos para que se dicte una orden de prisión preventiva. 
No obstante, el Tribunal de Apelación de Ñeembucú, conociendo de un recurso de nulidad y 
apelación promovido por la querella, revocó dicha decisión judicial y ordenó la prisión preventiva 
en contra de 6 campesinos procesados.

No obstante, el propietario ya había logrado una orden de detención en otra causa que abrió 
en contra de los mismos campesinos, por el supuesto delito de desacato a la autoridad a raíz del 
incumplimiento de la prohibición de innovar. El desacato, en la época de los hechos se penaba 
con privación de libertad de uno a tres meses (art. 160 del Código Penal de 1910).

Sever Báez Barrios fue detenido por agentes de la Policía Nacional de la comisaría N° 6 de San 
Juan del Ñeembucú el 26 de enero de 1998, donde había sido citado para una conversación 
con el jefe de la comisaría. En esa fecha, Sever Báez Barrios se encontraba en su casa, guardando 
reposo médico luego de una operación quirúrgica que había tenido y con leucemia diagnosticada 
por los médicos que lo trataban. No obstante, de la comisaría N° 6 fue trasladado a la Jefatura 
departamental de la Policía Nacional en Pilar, y de allí derivado a la Penitenciaría Nacional de 
Tacumbú en Asunción, con los otros campesinos detenidos en esa oportunidad: Balvino Soto 
Saucedo, Serapio Centurión Ortiz, Fidel Encina Villordo y Gustavo Ariel Falcón. Fue ingresado 
en calidad de detenido en la Penitenciaría Nacional de Tacumbú el 27 de enero de 1998 y se le 
asignó el registro N° 1.6281192.

Sever Báez Barrios no recibió ningún tipo de atención médica durante el tiempo que estuvo en la 
Penitenciaría Nacional de Tacumbú, cuyo servicio de sanidad por otra parte, era completamente 
insufi ciente para su tratamiento. Una hermana suya, la señora Concepción Báez, debió migrar a la 
capital y conseguir trabajo para poder ayudar económicamente a su hermano durante su estadía 
en prisión, con la ayuda de otra hermana que vivía y trabajaba en Asunción. El estado de salud de 
Sever Báez Barrios se agravó rápidamente con la reclusión, e incluso llegó a padecer ceguera1193.

En la noche del 12 de marzo de 1998, el cuñado de Sever Báez Barrios, otro campesino detenido, 
el señor Balvino Soto Saucedo, solicitó auxilio al personal de guardia de la Penitenciaría, debido 
al grave estado de salud de Sever Báez. De acuerdo al libro de novedades del Servicio de Guardia 
de la Penitenciaría Nacional de Tacumbú de la fecha, a las “12:15 Hs. Sale el interno SEVER 
SEBASTIÁN BÁEZ BARRIOS del Pab. P.D.N. 205 con destino a Primeros Auxilios, muy Enfermo 
acompañado por el Enfermero de Guardia RAMÓN FRETES, Custodiado por el Funcionario 
Bienvenido Ortiz y el chofer Crecencio Miño según informe del Enfermero anunciado (sic) 
más arriba llegó sin vida en el Hospital de los Primeros Auxilios, siendo las 12:30 Hs., luego 
comunicamos para su intervención a la Policía Nacional, COM. 4ª y se presentó el Of. 2° Pedro 
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1191 Idem.
1192 Idem.
1193 Idem.
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P. Salinas, Sub. Ofi c. Ayudante Lantico Veneroso y comunicando al Médico Forense y al Juez 
de Turno Dr. Nicolás Lezcano Med. Forense. Dr. Rubén Darío Frutos Juez de Turno”. El médico 
forense diagnosticó “Muerte Súbita por Hemorragia cerebral”, determinando como fecha de 
muerte el 13 de marzo de 1998. El Juzgado de Turno dispuso sin más trámite la entrega del 
cuerpo a sus familiares1194.

Los familiares de Sever Báez Barrios que vivían en Asunción se enteraron de su fallecimiento a 
partir del aviso que le hicieron los otros compañeros que estaban recluidos con él. A su vez, estos 
dieron aviso al resto de la familia que vivía en Ñeembucú. No obstante, debido a la gravedad 
del estado de salud y a las pésimas condiciones de vida en la reclusión, sus familiares ya estaban 
esperando de un momento a otro esta noticia. Los familiares tuvieron difi cultades para poder 
retirar el cuerpo de la víctima de la morgue de la Penitenciaría Nacional de Tacumbú, a donde 
fue devuelto del Hospital de Primeros Auxilios, por trabas que le puso la Dirección del Penal para 
otorgar la autorización al respecto1195.

La causa penal continuó en contra de los procesados, incluso en contra de Sever Báez Barrios, 
aún después de su muerte, la que no fue tenida en cuenta por el Juzgado para decretar su 
desvinculación de la causa. Todos los campesinos detenidos conjuntamente con la víctima se 
benefi ciaron de un permiso especial de 17 días otorgado por el Juzgado en lo Criminal del 4° 
Turno de Asunción, para asistir a los ritos funerarios de Báez Barrios. Habiendo expirado el término 
del permiso, los procesados se presentaron ante el Juzgado de Pilar solicitando la eximición de 
prisión, pedido que no fue resuelto porque la causa quedó paralizada por la inhibición de la 
jueza natural, y por las inhibiciones en cadena de los abogados de la circunscripción para conocer 
como jueces ad hoc en la causa. En estas circunstancias la causa quedó en un limbo procesal, sin ad hoc en la causa. En estas circunstancias la causa quedó en un limbo procesal, sin ad hoc
que los procesados vuelvan a prisión, hasta que el Juzgado decretó el 19 de noviembre de 2001 
la prescripción del derecho de acusar en la causa1196.

INVESTIGACIÓN, ENJUICIAMIENTO Y SANCIÓN
No hubo investigación judicial respecto de la muerte bajo custodia de Sever Báez Barrios, ni se 
abrió alguna otra instancia de investigación ofi cial de la responsabilidad estatal en el hecho.

REPARACIONES
Sever Báez Barrios fue enterrado en el cementerio de San Juan del Ñeembucú, departamento 
de Ñeembucú, donde hasta ahora se encuentran sus restos. Todos los gastos funerarios fueron 
cubiertos por sus familiares con ayuda de la Iglesia Católica de Pilar.

Como consecuencia directa de la ejecución arbitraria de Sever Báez Barrios, su viuda e hijo debió 
regresar a la casa de sus padres. Tras su muerte, una profunda depresión se abatió sobre su familia, 
a consecuencia de la cual una hermana de la víctima, Concepción Báez, perdió un embarazo de 
5 meses. El padre de Sever Báez Barrios, el señor Antonio Báez, falleció como consecuencia del 
deterioro a su salud que la profunda depresión por la muerte de su hijo le acarreó.
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1194 Acta del Libro de Novedades del Servicio de Guardia de la Penitenciaría Nacional de Tacumbú del 12 de marzo de 1998.
1195 Testimonio N° 0035.
1196 AI N° 1.499 de 19 de noviembre de 2001 (expediente “Donaciano Espinoza, Cever Sebastián Báez y otros s/ Usurpación de Propiedad, 

Atropello de Inmueble, Destrucción, Daño Intencional y Asociación Ilícita para Delinquir en San Juan Bautista del Ñeembucú”, año 1997, 
N° 106, folio 39, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal de Pilar, a cargo de María Esther Fleitas Noguera, fs. 168).
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Los familiares de Sever Báez Barrios no recibieron indemnización alguna en los términos del 
derecho internacional de los derechos humanos como medida de reparación. Tampoco recibieron 
disculpas públicas del Estado ni un informe ofi cial respecto de las circunstancias de su muerte 
bajo custodia1197.

CONCLUSIONES
1. De acuerdo a los elementos de prueba recogidos, la CODEHUPY tiene la convicción de 

que Sever Báez Barrios murió bajo custodia del Estado, estando en prisión preventiva tras 
la represión a organizaciones campesinas que habían ocupado una propiedad privada en 
demanda de acceso a la tierra en el contexto de la reforma agraria. En tal sentido, la muerte 
bajo custodia de Sever Báez Barrios es consecuencia de su pertenencia y militancia en una 
organización de trabajadores rurales sin tierra y una derivación de la estrategia de presión y 
desobediencia civil a través de la ocupación de un latifundio utilizada.

 Si bien no caben dudas respecto del deber del Estado en la preservación del orden público, el 
que conlleva la debida aplicación de la ley penal ante las infracciones que sean puestas en su 
conocimiento, el mismo no puede ser ejercido sin límite alguno, arbitrariamente y con total 
desprecio a la dignidad humana, en particular cuando la intervención estatal menoscaba por 
acción u omisión el derecho a la vida de las personas.

 En el presente caso, la CODEHUPY encuentra plenamente comprobado que la muerte bajo 
custodia de la víctima se debió a que la misma fue sometida a un régimen de privación de 
libertad incompatible con los estándares mínimos exigidos por el derecho internacional1198, y 
que Sever Báez Barrios careció totalmente de la asistencia médica necesaria que su delicado 
estado de salud requería. Tales condiciones de tratamiento inhumano en el régimen de 
detención y privación de asistencia médica, incompatibles con las obligaciones del Estado en 
la materia, periclitaron la vida de la víctima ocasionándole la muerte.

2. La CODEHUPY sostiene que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la 
impunidad en que quedaron los responsables de la muerte bajo custodia de Sever Báez 
Barrios, debido a que ninguna investigación judicial fue abierta para la determinación del 
hecho y la sanción correspondiente a los responsables. Ni siquiera fue impulsada cualquier 
otra investigación que pudiera determinar al menos la responsabilidad institucional del Estado 
en el caso.

3. La CODEHUPY tiene la convicción de que el Estado paraguayo es internacionalmente 
responsable por el incumplimiento de la obligación complementaria de reparar integralmente 
a los familiares de Sever Báez Barrios, la que debería incluir por lo menos medidas de 
satisfacción y una indemnización compensatoria adecuada.

4. Estas circunstancias de violación al derecho a la vida en virtud de una suma de acciones y 
omisiones ilegítimas de agentes del Estado, impunidad y falta de reparación integral llevan a 
la CODEHUPY a concluir que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la 
muerte bajo custodia de Sever Báez Barrios.
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1197 Testimonios N° 0035 y 0036.
1198 Ver Capítulo III, sección 1.


